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RECHAZO DE DEMANDA-ACTO NO SUSCEPTIBLE DE CONTROL JURISDICCIONAL.
I. OBJETO A DECIDIR
Revisada la demanda, con el propósito de resolver sobre su admisión, se encuentra que esta debe ser rechazada por no efectuar la debida sujeción a las formalidades de ley, conforme pasa a determinarse. 
II. CONSIDERACIONES
Revisado expediente allegado, especialmente las pretensiones aducidas en el cuerpo de la demanda, se observa que lo perseguido en el presente caso, es que se declare la nulidad absoluta de la Resolución No. BZ2015-32209980-1015997 del 13 de abril de 2015, por medio del cual la Administradora Colombiana de Pensiones “COLPENSIONES”, negó el reconocimiento de la pensión de jubilación de la demandante, señora CIELO EDITH PERDOMO VERGARA.

No obstante lo anterior, una vez estudiado el ato acusado, militante a folio 29, se evidencia que no es de carácter definitivo, toda vez que no resuelve de fondo la situación particular de la actora, esto es, la negación o el reconocimiento del derecho pensional deprecado, si no que por el contrario se limita a informarle que efectuada la convalidación con la base de datos arrojó que no se encuentra afiliada a esa entidad, razón por lo cual no es procedente el estudio de su solicitud; y en el evento de requerir información adicional se acerque a sus puntos de, constituyéndose así dicho acto en unos de aquellos no susceptibles de conocimiento por esta jurisdicción. 

Para mayor claridad se transcribe in extenso apartes del acto en mención:
“Respetado (a) señor(a):

Reciba un cordial saludo de la Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES.

En atención al trámite de prestación económica iniciado por usted, me permito informarle que una vez efectuada la convalidación con las bases de datos, se presentaron las siguientes inconsistencias:

Lo anterior, por los siguientes motivos: 

	Motivos de rechazo

	Tramite No Es Viable, no paso validaciones SABASS y ASOFONDOS

	No es procedente dar trámite a su solicitud, por cuanto la información consultada indica que no se encuentra afiliación a Colpensiones y no es procedente estudiar el reconocimiento de la prestación solicitada.


En caso de requerir información adicional, por favor acercarse a nuestros Puntos de Atención Colpensiones (PAC); comunicarse con la línea de servicio ciudadano…”

Al efecto, el artículo 43 del CPACA, regula que se entiende por actos administrativos definitivos, así: 
“Son actos definitivos los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar con la actuación”.
Sobre el particular, la doctrina define el acto administrativo como “la declaración de voluntad, de juicio, de conocimiento o de deseo realizada por la Administración en ejercicio de una potestad administrativa distinta a la potestad reglamentaria”
, o como “toda declaración unilateral de voluntad realizada en el ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos individuales de forma inmediata.”

En tratándose de actos administrativos de trámite, la doctrina los cataloga como aquellos de mero impulso, que no deciden nada sobre el asunto debatido, pero que instrumentan la decisión final o definitiva, la preparan; son los que permiten llegar al fin del procedimiento, disponiendo los elementos de juicio para que la entidad pueda adoptar la decisión que resuelve la actuación administrativa con voluntad decisoria, que es la que está sujeta a los recursos y acciones de impugnación
. En esta línea, la jurisprudencia nacional ha señalado:

“En relación con los actos de trámite, vale la pena señalar que  son una especie del género de los actos administrativos, siempre que reúnan los requisitos de estos, de lo contrario, serán simples acciones administrativas no susceptibles de evaluar como tales. Puede decirse entonces, que existen unos actos de trámite que no pueden considerarse actos administrativos y otros que sí; los primeros pese a constituir una manifestación unilateral de la voluntad de la administración pública, o de otra entidad pública, o de un particular en ejercicio de la función administrativa, no generan efectos reales frente a otros sujetos de derecho, mientras que los segundos sí
.

En el marco de la anterior consideración, se ha comprendido a los actos de trámite, como una de las clasificaciones de los actos administrativos, en razón de “su contenido” o sus efectos, en los siguientes términos:

“La doctrina moderna, y especialmente GIANNINI (lezioni di diritto amministrativo), ha puesto de relieve cómo la Administración pública no actúa normalmente mediante actos aislados, sino a través de “constelaciones de actos” (Atto e procedimento amministrativo). Esto responde a la misma idea que había movido a FORTI a establecer la distinción entre el acto administrativo y el “acto procedimiento”, siendo este último la consecuencia pura y simple de la necesidad en que la Administración se encuentra de utilizar sus órganos internos en el interno proceso de formación de su voluntad.

“En efecto, cada resolución administrativa viene a finalizar un expediente o procedimiento constituido, a su vez, por una serie de actos que, al faltarles carácter resolutivo se denominan actos de tramitación o, simplemente, trámites. Surge así una distinción fundamental entre los actos - trámite y los actos principales o definitivos, según el papel que el acto desempeña en un expediente o procedimiento. Los primeros son, naturalmente, actos internos, y los segundos actos externos.

“Desde el punto de vista de nuestros sistema contencioso administrativo (español), la distinción tiene una gran importancia, pues, como regla, los actos de trámite no son susceptibles de ser impugnados directamente mediante el recurso contencioso administrativo, a no ser que bajo su apariencia se encubra una verdadera resolución.”

Como se aprecia, la distinción entre actos administrativos definitivos y de trámite, ha alcanzado particular relevancia, de carácter práctico, en consideración a su impugnación, toda vez que resulta que, los primeros pueden ser siempre cuestionados ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, mientras que los segundos, en las más de las veces, no. Esta reflexión ha estado presente desde hace considerable tiempo, en la doctrina y la jurisprudencia nacional
 y encuentra algunas manifestaciones de derecho positivo
. 

Desde una perspectiva material, puede decirse también que, la principal consecuencia de los actos administrativos de trámite, es la transmisión de sus efectos a otros actos administrativos (estos sí definitivos); su inserción en el procedimiento administrativo detenta una connotación mediática, aunque en sí mismos, generen efectos frente a los destinatarios de los mismos. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 3°, C.P: Enrique Gil Botero, 19 de septiembre de 2007, Radicación número: 11001-03-26-000-2004-00004-01(26649))

Con estas apreciaciones, se tiene en el caso sub examine, el acto administrativo del cual se solicita su nulidad es de trámite, por cuanto solo establece que la actora no se encuentra afiliada a esa entidad  y la invita a acercarse a los puntos de información para aclarar su situación, pese a que la realidad procesal, según las pruebas documentales aportadas con la demanda indiquen lo contrario, razón por la cual no puede ser objeto de análisis de legalidad ante esta jurisdicción, toda vez que no crea, modifica, o extingue derechos y obligaciones respecto de la demandante, ni mucho menos contiene una decisión de fondo, pues debió la solicitante acercarse a fin de verificar el por qué no aparece en la base de datos de tal fondo. 
En consecuencia, se procederá a rechazar la demanda y hacer la devolución de los anexos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 169.3
 del Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo.
En virtud de lo expuesto, la Sala Tercera de Decisión Oral del Tribunal Administrativo de Sucre,
RESUELVE:

PRIMERO: RECHÁCESE el medio de control impetrado por la señora CIELO EDITH PERDOMO VERGARA contra COLPENSIONES, conforme las razones precedentes.

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente providencia, ARCHÍVESE el expediente.
TERCERO: Reconózcase personería judicial al Dr. LUIS ALBERTO MANOTAS ARCINIEGAS, identificado con la C.C. No. 1.100.682.358 de Sampués y T.P. No. 176.183 del C.S. de la J, como apoderado de la demandante, conforme al poder militante a folio 25 del expediente. 
Se hace constar que esta providencia fue estudiada por la Sala en la fecha, según Acta Ordinaria de Sala No. 072.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
MOISÉS RODRÍGUEZ PÉREZ

Magistrado

RUFO ARTURO CARVAJAL ARGOTY  
LUIS CARLOS ALZATE RÍOS

     Magistrado                                                       Magistrado
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� Se establece en el artículo 50 del Código Contencioso Administrativo: “Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto; los actos de trámite pondrán fin a una actuación cuando hagan imposible continuarla.”


� “Artículo 169. Rechazo de la demanda. Se rechazará la demanda y se ordenará la devolución de anexos en los siguientes casos:


…


3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” 
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